
Una de las compañías pes-
queras más relevantes del país,
Alimentos Marinos (Alimar),
de la familia Izquierdo Menén-
dez, activó su estrategia legal
en contra del Estado de Chile,
debido a los efectos adversos
que prevé se producirán en el
sector tras la reciente aproba-
ción en el Congreso —y poste-
rior promulgación— de la Ley
de Fraccionamiento Pesquero.
Esta normativa redujo las cuo-
tas de captura a las grandes em-

presas y las aumentó a los arte-
sanales.

Para definir su ofensiva legal,
Alimar contrató al abogado To-
más Menchaca, ex-
presidente del Tri-
bunal de Defensa
de la Libre Compe-
t e n c i a ( T D L C ) ,
quien es experto en
esta materia. A ini-
cios de este año ex-
puso en el Parla-
mento sobre los perjuicios de la
nueva ley sobre las pesqueras
industriales.

El estudio legal de Tomás

Menchaca, Menchaca y Cía.
Abogados, está analizando dife-
rentes cursos de acción (en tri-
bunales locales). En particular,

destacan los argu-
mentos de que el
fraccionamiento
constituye una “ex-
propiación regula-
toria” sin indemni-
zación, y cómo se
vulnerarían los de-
rechos adquiridos

por los titulares legítimos de las
licencias de pesca.

“El fraccionamiento fue un
manotazo al patrimonio de las

empresas y a los bolsillos de los
trabajadores. Modificar retroac-
tivamente condiciones legales ya
establecidas vulnera principios
básicos del Estado de Derecho y
envía una señal preocupante pa-
ra cualquier inversionista en
Chile. Con este tipo de acciones,
Chile pierde credibilidad y opor-
tunidades”, indicó Menchaca.

Derechos afectados

El abogado señaló que la Ley
de Fraccionamiento tiene efec-
tos expropiatorios al disminuir
la participación industrial en la

cuota global de captura. Ello,
agregó, vulnera la certeza jurídi-
ca y el Estado de Derecho al ini-
ciar estos cambios antes del pla-
zo definido, que era el año 2032.

Asimismo, indicó que el pro-
yecto que pretende establecer
una nueva Ley General de Pesca,
que se discute en el Congreso,
busca expropiar —además—
parte de las licencias de pesca a
sus titulares. Eso, al reducir las Li-
cencias Transables de Pesca clase
A de un 85% al 50%, y también su
plazo de duración y renovación.

“Mediante una expropiación
regulatoria se está castigando a

un sector completo, reduciendo la
fracción de pesca industrial y, en
el proyecto en tramitación, se pre-
tende, además, expropiar parte de
las licencias de pesca de que son
titulares, acortar su plazo de dura-
ción y eliminar su renovación casi
automática, afectando con todo
ello derechos de propiedad ya
consolidados. Esto es un disparo
en la línea de flotación de muchas
empresas”, sostuvo Menchaca.

En la industria pesquera han ad-
vertido que la nueva ley de fraccio-
namiento implicará reducción del
empleo y una de las zonas más
afectadas sería la Región del Biobío.

Alimar contrató al abogado Tomás Menchaca:

Pesquera de Izquierdo
Menéndez inicia ofensiva
contra el Estado por
“expropiación regulatoria”

Las acciones legales que activará están ligadas al impacto de la
Ley de Fraccionamiento, que para el expresidente del TDLC
“fue un manotazo al patrimonio de las empresas y a los
bolsillos de los trabajadores”.

MARCO GUTIÉRREZ V. 

El abogado Tomás Menchaca presidió el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia entre 2010 y 2016.
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NUEVA LEY
La Ley de

Fraccionamiento reduce
la cuota de captura a la

pesca industrial.

Una ambiciosa agenda pro-
crecimiento impulsa la cúpula
empresarial entre los candidatos
presidenciales, con propuestas
como un fast track a proyectos y
un régimen temporal de estabili-
dad regulatoria para permisos.
El énfasis del sector privado en
este tipo de iniciativas reviste
importancia, considerando que
al cierre del primer semestre los
proyectos paralizados en tribu-
nales —la cara más judicial de la
“permisología”— y a la espera
de sentencia sumaban cerca de
medio centenar por un monto
total de casi US$ 12.800 millo-
nes.

Esta dimensión de la “permi-
sología”, también llamada “judi-
cialización” de proyectos, apun-
ta a aquellas iniciativas que, des-
pués de ser calificadas como
aprobadas o rechazadas por me-
dio de la Resolución de Califica-
ción Ambiental (RCA) en el Sis-
tema de Evaluación de Impacto
Ambiental (SEIA), han tenido
que enfrentar nuevos trámites
en instancias superiores asocia-
das a reclamaciones administra-
tivas y judiciales por los propios
dueños del proyecto o terceros.

De acuerdo con un estudio de
la Confederación de la Produc-
ción y del Comercio (CPC), al
primer semestre de este año se
observa el mayor número de cau-
sas en trámite desde que empeza-
ron a funcionar los tribunales
ambientales (2013), alcanzando
un total de 51causas de proyectos
de inversión que tras ingresar al
SEIA están a la espera de un fallo.

Asimismo, solo entre enero y
junio de 2025 el número de cau-
sas admitidas a trámite en los
tribunales ambientales ascen-
dió a 19, equivalentes a inver-
siones por un total de US$ 2.130
millones. Al comparar el pro-
medio de causas admitidas a
trámite entre la primera mitad
de 2013 e igual lapso de 2019
con el promedio registrado des-
de ese segundo semestre en
adelante, se observa que este se
más que duplicó, pasando de 7 a
14 causas por semestre.

Razones del
incremento

El aumento en el número de
causas que ingresan cada semes-
tre a los tribunales ambientales
se ha reflejado en una tendencia
al alza en el stock de litigios en
trámite al final de cada período.

Para el economista y subdirec-
tor de políticas públicas de la
CPC, Jorge Lira, el mayor incre-
mento en las causas se sustenta,
en parte, en que los tres tribuna-
les ambientales que funcionan
en el país (Antofagasta, Santiago
y Valdivia) no tienen toda su
planta de funcionarios comple-
ta, lo que demora más la revisión
de los casos que cada semestre
van sumando nuevas causas.

“Los tribunales no están fun-
cionando de la manera correcta.
Entonces, estamos frente a un
círculo totalmente vicioso en
que los tribunales no están ope-
rando a máxima capacidad, y sa-
bemos que el número de causas
vienen creciendo y eso al final
termina haciendo que los plazos
aumenten”, explica Lira. En con-
creto, el plazo promedio de sen-
tencia durante el primer semes-
tre de 2025 fue de 582 días corri-
dos, un 49% por sobre del pro-

medio del semestre anterior,
precisa el estudio de la CPC.

El informe resalta que la ten-
dencia al incremento en el nú-
mero de causas en trámite al fi-
nal de cada período ha ido acom-
pañada por un aumento en los
plazos promedio que tardan los
tribunales ambientales en dictar
sus sentencias (ver infografía).
Ello evidencia —agrega Lira—
cómo los plazos promedio han
crecido de manera consistente a
lo largo del tiempo. Este patrón

sugiere que la mayor carga de
trabajo de los tribunales ambien-
tales está teniendo un impacto
directo en los tiempos de resolu-
ción de los casos.

Golpe a proyectos

El plazo promedio de senten-
cia durante el primer semestre
de 2025 fue de 582 días corridos,
un 49% por sobre el promedio
del semestre anterior, señala el
estudio de la CPC.

Esto, sumado a las 51 causas
en trámite registradas al cierre
de junio, podría generar nue-
vos aumentos en los plazos de
sentencia de los tribunales
ambientales, una situación
que en la cúpula empresarial
califican de preocupante con-
siderando el ya documentado
aumento en los tiempos de ca-
l i f icación ambiental de los
proyectos de inversión en el
SEIA, así como a los extensos
plazos adicionales que deben

sumarse en los casos en que la
sentencia del tribunal ambien-
tal sea recurrida ante la Corte
Suprema.

“La judicialización en tribu-
nales ambientales golpea con
fuerza a los proyectos de ma-
yor envergadura, porque aun-
que solo el 5% de las iniciativas
evaluadas en el SEIA llegan a
esta instancia, concentran el
20% de la inversión total”, re-
marca Susana Jiménez, presi-
denta de la CPC.

Según el estudio, un 60% de
las sentencias de los tribunales
ambienta les a lo largo del
tiempo ha derivado en un re-
curso de casación admitido
por la Corte Suprema y consi-
derando los casos ya senten-
ciados, se observa que el tiem-
po promedio de sentencia de la
Corte Suprema es de 440 días,
lo que se debe sumar a los 434
días en promedio que debe es-
perar un proyecto en los tribu-
nales ambientales.

Los sectores productivos de
energía y minería son los que
representan el mayor número
de causas ingresadas a tribu-
nales ambientales, pero el ru-
bro de infraestructura es el
que más se judicializa como
proporción del número de
proyectos y montos de inver-
sión calificados en el SEIA.

“El caso de infraestructura
es el más crítico, ya que inclu-
ye obras de uso público como
carreteras y puertos, donde el
14% de los proyectos y el 42%
de la inversión enfrentan pro-
cesos judiciales que amenazan
sus plazos y viabilidad”, seña-
la Jiménez.

Para la timonel de la multi-
gremial, estos antecedentes
son especialmente preocu-
pantes por el alto nivel de em-
pleos que genera el sector in-
fraestructura, y porque es “un
habilitador clave para el creci-
miento económico del país,
que permite dinamizar diver-
sas áreas productivas, conec-
tar territorios”. 

Plazo promedio de sentencias se eleva un 49% al primer semestre

“Permisología” judicial: Proyectos de
inversión en tribunales ambientales
suman mayor número de causas

A. DE LA JARA

Al comparar el promedio de reclamaciones admitidas a trámite entre la primera mitad de 2013 e igual lapso
de 2019 con el promedio registrado desde ese segundo semestre en adelante, se observa que este se más que
duplicó, pasando de 7 a 14 causas por semestre.
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n Comité de Ministros revierte
solo 25% de calificaciones
Antes de la etapa judicial, los proyectos pueden ser objeto de recla-

maciones en sede administrativa, siendo impugnados ante el Comité de
Ministros, que puede ratificar o no la Resolución de Calificación Am-
biental (RCA) de una iniciativa. De acuerdo a estadísticas recogidas
por Pivotes, de los 614 proyectos que han ingresado a evaluación con
un Estudio de Impacto Ambiental (EIA) desde el año 2013, el 17%
(106 proyectos) han pasado por este proceso. Medido en función del
monto de inversión asociado a cada obra, equivale a un 19% del total.

Esos 106 proyectos se traducen en un total de 113 reclamaciones,
un 83% de parte de observadores externos y un 34% de parte del
titular del proyecto. Considerando cada uno de esos procesos, el tiem-
po promedio que tardó el Comité de Ministros en resolver las causas
fue de 1 año, 7 meses y 22 días.

Por otro lado, en cuanto a los resultados de la impugnación, en un
75% de los casos se mantuvo la RCA favorable que autoriza el desa-
rrollo del proyecto y ratifica el criterio establecido por la instancia
técnica. Asimismo, en un 9% se revirtió una calificación ambiental
desfavorable, en un 7% se ordenó retrotraer la evaluación, en un 6% de
los casos se mantuvo la calificación desfavorable y solo en un 2% de los
casos se echó pie atrás en un proyecto calificado positivamente. 

Según el análisis de Pivotes, “es necesario acotar la legitimación y el
fundamento requerido para impugnar una RCA y generar desincentivos
al uso de estas instancias para obstaculizar el avance de proyectos de
inversión”. 

‘‘La judicialización
en tribunales
ambientales golpea con
fuerza a los proyectos de
mayor envergadura,
porque (...) concentran el
20% de la inversión total”.
.................................................................

SUSANA JIMÉNEZ
PRESIDENTA DE LA CPC

Susana Jiménez, presidenta de la
CPC
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